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¿Legitimidad política por despolitización  
de la migración?  
Una reflexión crítica del arreglo institucional  
de un nuevo régimen regional de migración  
en Norte y Centroamérica 
En los últimos 20 años la regulación de la migración y el control de 
fronteras se ha transformado en un campo marcado por una crecien-
te transnacionalización y multilateralización de las respectivas insti-
tuciones y políticas. Esto no solo tiene impactos importantes en uno 
de los núcleos de la soberanía nacional – el de la regulación de la 
(in)migración y del control de fronteras nacionales. Además se están 
transformando las maneras de establecer la legitimidad política. En 
lo referente a la europeización de las políticas migratorias, tales im-
pactos y transformaciones en cuanto a soberanía nacional y legitimi-
dad política están bien analizados ya (Buckel/Wissel 2009; Hess/Kas-
parek 2010; Papadopoulos/Stephenson/Tsianos 2008; Tomei 2001; 
Transit Migration Forschungsgruppe 2007). En el caso de las Améri-
cas, al contrario, apenas existen investigaciones al respecto (Kron 
2009; 2010a; 2010b; 2011). Por lo tanto, en este ensayo analizaré di-
chos aspectos del proceso de la regionalización y multilateraliza-
ción de políticas migratorias en Norte y Centroamérica. Tomando la 
Conferencia Regional de Migraciones (CRM) como ejemplo, pondré 
énfasis en los discursos y prácticas dominantes a través de los cua-
les nuevas entidades regionales de regulación de migración estable-
cen legitimidad política, aunque no están legitimados por los proce-
dimientos democráticos. 
Mi hipótesis principal es que la CRM forma parte del arreglo insti-
tucional de un emergente nuevo régimen regional y post-democrático 
de migración y de fronteras en Norte y Centroamérica. Este régimen 
tiende a reformular el complejo fenómeno de la migración en términos 
de un problema de seguridad pública para toda la región. Este nexo 
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seguridad-migración tiene cuatro impactos: primero, legitima la se-
paración de acciones políticas transfronterizas de los debates públicos 
y de los procedimientos democráticos de decisión a los niveles nacio-
nales e internacionales. Segundo, justifica la creciente influencia de 
actores intergubernamentales que no disponen de un mandato políti-
co o jurídico bien definido i.e. por las Naciones Unidas. Esto es par-
ticularmente evidente en el caso de la Organización Internacional de 
Migraciones (OIM) que es, de hecho, una agencia “privada” de ser-
vicios en el campo de manejo de la migración internacional (Gei-
ger/Pécoud 2010). Tercero, resulta en la criminalización de la migra-
ción irregular y, cuarto, lleva a la separación de la misma del debate 
político sobre derechos ciudadanos de poblaciones móviles.1 
A continuación, precisaré, primero, lo que entiendo por nexo se-
guridad-migración. Luego esbozaré el contexto político global del 
génesis de la CRM. La tercera parte del artículo finalmente enfocará 
el nivel regional y consiste en un análisis de los discursos securita-
rios producidos por la CRM.2 
 
1. El nexo migración-seguridad 
Los autores de la llamada Escuela de Copenhague han determinado 
que, desde los años 1980, la tematización y el tratamiento institucional 
de la migración como un problema de seguridad pública constituye 
un fenómeno global. En otras palabras: la actual percepción domi-
nante de la migración es la de una amenaza para la sociedad, la de-
mocracia y el desarrollo económico. Según los mismos autores este 
                                                     
1  A propósito de delimitar movimientos migratorios transfronterizos y de carácter 
indocumentado, ilegalizado o clandestino a partir del término criminalizante “ile-
gal”, en el marco de este ensayo se asumirá el concepto de “migración irregular” 
propuesto por la Global Commission on International Migration (GCIM) (2005), 
definiendo así inmigraciones, emigraciones y migraciones de tránsito que se rea-
licen fuera de las políticas públicas de regulación de la migración. Las mismas 
varían de país a país y además son objeto de cambiantes coyunturas políticas y 
legislativas, así que el estatus y las prácticas de una persona migrante pueden 
ser legal o ilegal dependiendo del correspondiente contexto en el cual se mueve. 
Con respecto a datos estadísticos resulta difícil, por la naturaleza indocumen-
tada, estimar el número de personas migrantes irregulares en el mundo. Khalid 
Koser habla de una cantidad de alrededor de 30 millones migrantes irregulares 
(Koser 2005: 9). 
2  Con Siegfried Jäger (2001) entiendo por “discurso” un conjunto de prácticas 
sociales interrelacionadas con la percepción y acepción de la realidad social. 
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nexo seguridad-migración está organizado alrededor del “crimen or-
ganizado” (Wæver 1995; Wæver et al. 1993; Weiner 1992; 1995). 
Esto significa, en particular, la criminalización de la migración irre-
gular y de las redes de apoyo comercial y no-comercial que la faci-
litan. 
En este contexto es importante mencionar que en el trayecto de 
las dos décadas pasadas, agencias intergubernamentales como la OIM 
han contribuido decisivamente a la creación de un lenguaje interna-
cionalmente común, el cual ha reconceptualizado la migración irregu-
lar en términos de dos delitos criminales: el de human smuggling (tra-
ducido al español como “tráfico ilícito de migrantes”) y el de human 
trafficking (traducido al español como “trata de personas”). El nexo 
migración-seguridad, por ende, también tiende a representar las múlti-
ples prácticas y estrategias de la migración irregular como un escánda-
lo ilegal y a reducir sus actores más diversos a solo dos figu-
ras discursivas: por un lado, el criminal “traficante de migrantes” o 
“tratante de personas”, quien viola sistemáticamente los derechos 
humanos de migrantes irregulares; por el otro lado, el/la migrante 
quien viola la ley y/o ha sido víctima de traficantes o tratantes (Papa-
dopoulos/Stephenson/Tsianos 2008). 
Sabine Hess y Vassilis Tsianos, quienes trabajan el tema de la eu-
ropeización de políticas migratorias, denominan “discurso anti-traf-
ficking” esta estrategia discursiva de criminalizar la migración irre-
gular (Hess/Tsianos 2007: 29). Los autores además destacan que se 
trata de un discurso sobre migración actualmente dominante y que 
forma parte del surgimiento de nuevos regímenes de migración y de 
fronteras al nivel mundial. El discurso anti-trafficking si bien incor-
pora el discurso de derechos humanos, lo hace solamente en térmi-
nos de protección de las supuestas víctimas del tráfico de migrantes 
y de la trata de personas. Ahora bien, el/la migrante irregular nada 
más aparece como una potencial víctima del crimen organizado. 
Según el enfoque constructivista de la Escuela de Copenhague, es-
te nivel discursivo está acompañado por el aumento de medidas trans-
fronterizas para una securitización de la migración. Esto se manifiesta 
en nuevos modelos legislativos y figuras jurídicas que priorizan la 
penalización de la migración irregular y de las redes sociales 
y comerciales que la facilitan, así como en una creciente presencia de 
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fuerzas de seguridad no solo en las líneas fronterizas mismas sino 
también en el interior de los países.3 
A manera de tesis se puede decir que los debates sobre la co-
nexión entre migración y (in-)seguridad contribuyen a la formación 
del problema migración-seguridad de manera decisiva. Por eso las 
discusiones sobre la migración irregular no son simplemente descrip-
ciones de una realidad existente, sino más bien las mismas forman 
parte de esta realidad o incluso la crean. 
 
2. El nivel global: los Procesos Regionales de Consulta 
Desde los años 1990, la actividad mas importante de la OIM ha con-
sistido en impulsar y luego coordinar la formación de por lo menos 15 
denominados Procesos Regionales de Consulta sobre Migración (en 
inglés: Regional Consultative Processes on Migration – RCPs) en 
todas partes del mundo (Georgi 2010).4 Los Procesos Regionales de 
Consulta son foros informales que reúnen a representantes de gobier-
nos y de organizaciones intergubernamentales con el fin de debatir 
asuntos migratorios a nivel regional y de crear nuevas alianzas que 
finalmente deberían resultar en nuevos acuerdos bilaterales y multi-
laterales. En un informe de evaluación del año 2001, elaborado por 
Amanda Klekowski von Koppenfels, la OIM justifica los Procesos 
Regionales de Consulta con la necesidad de encontrar 
a regional-level response to changes in international migration trends and 
a growing recognition that the current international migration system, 
which was developed in another area with other determinants and a com-
pletely different balance of power, is no longer appropriate (Klekowski 
von Koppenfels 2001: 16). 
                                                     
3  Véase i.e. Bigo (2000), Bigo/Guild (2005), Wæver (1995), Wæver et al. (1993), 
Weiner (1992; 1995) para el caso de Europa; así como i.e. Dunn (1996), Payan 
(2006), Rochlin (1997), Sandoval (2005), Specht (2008) en lo que concierne a 
América del Norte. 
4  Entre los RCP más consolidados cuentan la Conferencia Regional de Migracio-
nes (CRM o Proceso Puebla) y la South American Conference on Migration 
(SACM) en las Américas; la Bali Ministerial Conference on People Smuggling, 
Trafficking in Persons and Related Transnational Crime (Bali Process) y el  
Manila Process en Asia; el Budapest Process y el Cross Border Cooperation 
Process (Söderköping Process o CBCP) en Europa; así como el Mediterra-
nean Transit Migration Dialogue (MTM), el Migration Dialogue for West Africa 
(MIDWA) y el Migration Dialogue for Southern Africa (MIDSA) para el espa-
cio transregional Europa/África (Hansen 2010).  
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Así el régimen internacional de migraciones que se formó en los años 
1950, enfocaba la protección de refugiados por un lado y los proble-
mas de migrantes laborales por el otro. Para manejar estos asuntos 
las Naciones Unidas crearon el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para Refugiados (ACNUR) y la Organización Internacional 
de Trabajo (OIT). Los demás asuntos del ámbito de la migración in-
ternacional fueron arreglados por medio de acuerdos bilaterales (i.e. 
los programas bracero entre México y los EE.UU., y los Gastarbei-
terprogramme en Europa). Con el término de la guerra fría, según 
Klekowski von Koppenfels, las tendencias y los patrones de las mi-
graciones internacionales así como la cantidad e importancia de los 
estados involucrados en la migración internacional habían cambiado 
significativamente. Aparte de la casi triplicación de personas migran-
tes en el mundo de 75 millones en 1950 a 214 millones en el año 
2010,5 la OIM constata una traslación de patrones de migraciones 
unidireccionales (es decir fuga y emigración) hacia transmigraciones, 
migraciones circulares y migraciones de tránsito. Además se considera 
la creciente importancia de migraciones intrarregionales y de Sur-
Norte, i.e. de los países latinoamericanos a los EE.UU. o de África a 
los países miembros de la Unión Europea (UE). Ante este trasfondo la 
OIM llega a la conclusión de que la migración internacional se ha 
convertido en un proceso multi-nacional por lo que “national or bilate-
ral approaches to migration management are no longer as applicable 
as they once were” (Klekowski von Koppenfels 2001: 17). 
No obstante, la base más importante de la legitimidad política de 
los Procesos Regionales de Consulta que nunca han sido legitima-
dos por leyes, elecciones u otros procedimientos democráticos, es la 
problematización de la migración irregular como una forma poten-
cial de crimen organizado transnacional, es decir como un problema 
transfronterizo de seguridad pública que habría que manejar o com-
batir a niveles multilateral y regional. Klekowski von Koppenfels 
escribe al respecto: 
[T]here is now more irregular migration as well as smuggling and traf-
ficking of migrants. Trafficking today is again and again referred to 
as a growing and changing problem. It appears that at least some traf-
ficking and smuggling is controlled by organized crime, meaning that 
                                                     
5  Véase <www.iom.int/jahia/jahia/about-migration/facts-and-figures/lang/en> 
(03.06.2011). 
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traffickers/smugglers have a wide network upon which they can draw to 
outwit or avoid law enforcement authorities. While some of the or-
ganized trafficking/smuggling groups appear to be very small operations, 
others are international in scope and are thus able to function effect-
tively across borders […]. Logically, then, governments could be more 
effective in combating trafficking/smuggling were they also to work to-
gether on this issue (Klekowski von Koppenfels 2001: 17). 
Por consiguiente el tema más importante de la mayoría de los Proce-
sos Regionales consiste en la lucha contra tráfico de migrantes y la 
trata de personas la cual, por su parte, se justifica no solo con la pro-
tección de la seguridad pública, sino también con la protección de los 
derechos humanos de sus supuestas víctimas. La siguiente cita ilustra 
esta victimización del y de la migrante como parte de la estrategia de 
legitimación política: 
Combating trafficking is, indeed, one of the main issues discussed at 
the majority of the regional consultative processes addressing migration 
and is a topic, more than others, that appears to concern sending and 
receiving countries equally, largely because of the grave human rights 
abuses inherent in trafficking and the potential for such abuses in 
smuggling (Klekowski von Koppenfels 2001: 31). 
En la cita se reconstruye, por un lado, al traficante/tratante de perso-
nas como un actor privado y extra-legal quien sistemáticamente viola 
los derechos humanos de migrantes irregulares y, por otro lado, al 
estado y a entidades transnacionales como los Procesos Regionales de 
Consulta como actores que luchan contra estos actores no-estatales 
con el fin de proteger la seguridad de todos incluyendo los derechos 
humanos de migrantes. El o la migrante como portador/a de dere-
chos ciudadanos, así como la responsabilidad de los estados afecta-
dos por la migración transfronteriza de garantizar estos derechos en 
contextos migratorios, son temas que apenas forman parte de los Pro-
cesos Regionales de Consulta. 
 
3. El nivel regional: el Proceso Puebla 
¿Cómo se manifiesta el discurso anti-trafficking en el caso de la Con-
ferencia Regional de Migraciones (CRM)? La Conferencia que se 
fundó en 1996 en Puebla, México, forma parte de los primeros Proce-
sos Regionales de Consulta que se crearon. Mejor conocida por Pro-
ceso Puebla, la CRM es considerada al mismo tiempo el Proceso Re-
gional más consolidado. Es por eso que tiene carácter de modelo para 
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otros Procesos (Hansen 2010; Klekowski von Koppenfels 2001; 
Thouez/Channac 2005). 
El contexto regional para la fundación del Proceso Puebla es el 
siguiente: desde los años 1980 los movimientos migratorios desde 
México y del istmo centroamericano hacia los EE.UU. y Canadá es-
tán creciendo cada vez más. Así, el número de migrantes en EE.UU. 
procedentes, especialmente, de El Salvador, Guatemala, Honduras y 
Nicaragua se triplicó entre 1980 y 1990; se volvió a duplicar hacia el 
año 2000 y ha continuado creciendo rápidamente en los años 2000.6 
Desde inicios de los años 1990, los EE.UU. reaccionaron a este fe-
nómeno mediante la adopción de requisitos migratorios, legislación 
y mecanismos de control fronterizos más estrictos (Dunn 1996; San-
doval Palacios 2005). Sin embargo, estas disposiciones políticas, 
adoptadas nacionalmente, no tuvieron como resultado el descenso de 
la inmigración del istmo, sino solamente la ilegalización de gran par-
te de ella. En el 2003 alrededor de 2,2 millones de personas de ori-
gen centroamericano fueron registradas en Estados Unidos (GCIM 
2005: 5). No obstante, de acuerdo con algunas estimaciones, entre 4 
y 5 millones de personas del istmo residen en EE.UU., la mayoría sin 
un status legal de residente.7  
Por supuesto, México es el país de tránsito más importante para 
los movimientos migratorios irregulares que se dirigen hacia el nor-
te. Sin embargo, desde los años 1990 Centroamérica se ha converti-
do, asimismo, en un espacio de tránsito cada vez más atractivo, no 
sólo para los mismos centroamericanos, sino también para migrantes 
de Suramérica, África, Asia y Europa Oriental. Esto se explica por 
las políticas más estrictas de inmigración y de control fronterizo de los 
países de América del Norte, pero también porque hasta fines de 
los años 1990 casi no había políticas coherentes de inmigración, ni 
reglas para el otorgamiento de visas en los países centroamericanos. 
Además, las fronteras terrestres de los estados del istmo estaban muy 
poco controladas y, por consiguiente, eran más o menos abiertas, por 
lo cual cualquiera las podía cruzar. Adicionalmente, Costa Rica en 
                                                     
6  Simultáneamente, las remesas monetarias registradas de los migrantes se incre-
mentaron en forma significativa. En el 2007, p.ej., representaban entre el 10% 
(Guatemala) y más del 25% (Honduras) del Producto Interno Bruto (PIB) 
(Worldbank 2008: 116, 121). 
7  Véase: US Census (2002) (<www.factfinder.census.gov/servlet>; 11.01.2011).  
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particular se ha convertido en un destino importante de la llamada 
migración sur-sur, especialmente desde Nicaragua y más reciente-
mente desde Colombia (Rocha 2005; 2006). Los ciudadanos nicara-
güenses representan en la actualidad el 76% de la población inmi-
grante en Costa Rica, cifra que no incluye los millares de indocu-
mentados que residen permanente o temporalmente en este país (Lee 
2010: 11ss.).8 Frente a este telón de fondo de creciente migración 
transfronteriza y de intentos nacionales ampliamente infructuosos de 
parte de los países norteamericanos para limitar la inmigración, se 
fundó el Proceso Puebla con el fin de abordar la migración trans-
fronteriza como un asunto regional y multilateral. 
El Proceso Puebla está integrado por los siguientes estados con 
derecho de voto: EE.UU. Unidos y Canadá, sus principales finan-
ciadores; México; Belice; Guatemala; Honduras; El Salvador; Nica-
ragua; Costa Rica; Panamá y República Dominicana. Argentina, 
Ecuador, Colombia, Jamaica y Perú participan como observadores. 
La oficina regional de la OIM para México y América Central, loca-
lizada en San José, Costa Rica, administra los fondos y coordina las 
actividades. Una amplia gama de organizaciones intergubernamenta-
les también coopera con el Proceso Puebla, entre ellas, ACNUR, el 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la Comi-
sión Económica para América Latina (CEPAL), el Fondo de Naciones 
Unidas para la Infancia (UNICEF) y el Fondo de Población de las 
Naciones Unidas (FPNU). Algunas organizaciones regionales tales 
como la Comisión Centroamericana de Directores de Migración 
(CCDM) y el Sistema de Integración Centroamericana (SICA), y tam-
bién  una red de Organizaciones No-gubernamentales (ONGs) regio-
nales y nacionales están representadas como observadores. El diagra-
ma organizacional es completado por una unidad especial denominada 
“red regional contra el tráfico ilícito y la trata de personas”. El Proce-
so Puebla tiene reuniones anuales a la cual sólo pueden asistir los 
vice-ministros del interior y de relaciones exteriores de los estados 
miembros del Proceso y la OIM. Los delegados de los estados obser-
vadores y de las organizaciones asociadas tienen acceso a eventos 
especiales, talleres y seminarios. La presidencia (presidencia Pro-
                                                     
8  Véase también: Castro Valverde (2002: 5), GCIM (2005: 17). 
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Témpore) rota entre los estados miembros (<www.rcmvs.org>; 
15.01.2011). 
El Proceso Puebla articuló por primera vez una conceptualiza-
ción de la migración transfronteriza, ampliamente aceptada en ese 
entonces, como un campo específico y de creciente importancia de 
las políticas públicas que requería ser abordado a nivel regional y mul-
tilateral. Su primera declaración, publicada tras su reunión de funda-
ción en 1996, definió la migración como un fenómeno que po-
tencialmente podía beneficiar a los países de origen y destino, y tam-
bién como un problema potencial en términos de seguridad y de-
sarrollo que podía afectar tanto a Norte como a Centroamérica. Así, de 
acuerdo con esa declaración, la migración debía ser “ordenada” me-
diante intervenciones coordinadas regionalmente (Comunicado Con-
junto, I Conferencia Regional sobre Migración, Puebla, 1996, p. 1 y 
3). Esta declaración también contiene 20 acuerdos básicos. El pri-
mero recalca la necesidad de promover el desarrollo y la adopción 
de un “enfoque integral, objetivo y de largo plazo sobre el fenómeno 
migratorio, el cual tome en consideración sus razones y sus manifes-
taciones” (ibíd. p. 1). Sin embargo, en forma aún más explícita que 
en el caso de otros PCRs,  
[t]he Puebla Process emerged due to concern over irregular migration 
affecting the entire region [...] [T]he Puebla Process was initiated with 
the firm intention of reducing irregular migration in the North and 
Central American region (Klekowski von Koppenfels 2001: 34).  
De este modo, la mayor parte de los acuerdos subsiguientes mencio-
nan ya medidas concretas para disminuir la migración irregular y para 
combatir el tráfico ilícito y la trata de personas. 
Estas incluyen intercambio de información y datos entre los es-
tados miembros (acuerdo 14), reformas legales que faciliten la pena-
lización del tráfico ilícito de migrantes (15), campañas de informa-
ción pública sobre contrabando (16), cooperación extensiva en térmi-
nos de asistencia técnica y desarrollo de capacidades de los recursos 
humanos con el fin de perfeccionar los sistemas de investigación, ma-
nejo de pruebas (17), promoción del intercambio de información, de la 
cooperación regional en el campo de la asistencia técnica y el desarro-
llo de competencias de los recursos humanos con el fin de controlar 
los flujos de migrantes indocumentados extrarregionales (20), y el 
desarrollo de medidas para combatir la falsificación de documentos de 
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viaje. Sólo dos de los acuerdos, en forma poco concreta, se refieren a 
la facilitación de la migración documentada (13) y a la migración la-
boral (10). Otros dos acuerdos plantean la necesidad del desarrollo 
económico y social de los países de donde salen los migrantes (3 y 4). 
También se pueden señalar tres artículos donde se habla de los dere-
chos básicos de los migrantes irregulares (5, 6 y 7) y otro que se refie-
re a la necesidad de armonizar las leyes y las políticas migratorias en 
el conjunto de la región (12) (ibíd. 1-3). 
El primer paso en la consolidación del Proceso Puebla consistió 
en el desarrollo de un “plan de acción” (Plan of Action), adoptado 
en la segunda reunión anual celebrada en Panamá en 1997. La OIM 
jugó y sigue jugando un papel decisivo en el desarrollo y la reali-
zación del plan de acción. En efecto, ha generado conocimiento y 
análisis; ha coordinado actividades y ha organizado talleres para los 
representantes de los gobiernos (véase RCM 1997).9 Por ejemplo, un 
documento de la OIM sobre el combate de la migración irregular y el 
tráfico ilícito de migrantes sirvió como una especie de informe técnico 
y como pauta para el plan de acción. Dicho documento señalaba la 
migración irregular de los países del istmo, como una amenaza común 
para todos los países miembros del Proceso Puebla. Aún más, Centro-
américa era presentada como un espacio sin gobierno, de movimientos 
no autorizados e incontrolados. De esta manera, la “necesidad” de 
intervención en esta subregión era reafirmada: 
Central America [...] serves increasingly as a corridor for the irregular 
movement of persons. Significant numbers of nationals of the Central 
American countries contribute to the streams of irregular migrants to 
the north. Furthermore the Central American [...] territories are increa-
singly used as a transit zone for migrants from outside the region. This  
increase of irregular movements and smuggling of migrants has caused 
an increasing [...] understanding that these practices could constitute a 
threat to national security. The governments increasingly perceive the 
need for solutions (IOM 1997: 2). 
                                                     
9  El plan de acción fue revisado en el 2009. La nueva versión incluye, además de 
la gestión migratoria, centrada todavía en migración y fronteras irregulares, dos 
nuevas categorías de intervención: derechos humanos y desarrollo. No obstante, 
el área de derechos humanos pone énfasis en la cuestión de las supuestas vícti-
mas del tráfico ilícito y la trata de personas y define a las mujeres y a los niños 
como grupos especialmente vulnerables (RCM 2009).  
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En consecuencia, las acciones contra el tráfico de migrantes y la trata 
de personas y otras medidas orientadas a reducir la migración irregular 
ocupan la mayor parte del plan de acción: siete de los doce objeti-
vos se centran en la reducción de la migración irregular y en la erra-
dicación del tráfico ilícito y la trata de personas. Dichos objetivos 
incluyen el fomento de la cooperación regional, el intercambio de 
datos y campañas de información pública, “ordenar” las fronteras y 
mejorar su seguridad, el desarrollo de programas de retorno de los 
migrantes irregulares y la cooperación técnica con el fin de moder-
nizar los sistemas de información, control y seguridad. Otros obje-
tivos importantes son la armonización de las leyes de migración, la 
cooperación técnica en el desarrollo de competencias de los funcio-
narios públicos encargados de cuestiones relacionadas con la migra-
ción y la promoción de la cooperación con organizaciones intergu-
bernamentales y con ONGs. En cambio, temas tales como migra-
ción, desarrollo y derechos de los migrantes que formaban parte de 
la declaración de 1996 están ausentes en este plan de acción (véase 
RCM 1997). 
En la reunión anual del Proceso Puebla del año 2000 se acordó 
concederle una base más operativa y de buscar asistencia por otras 
organizaciones internacionales y por iniciativas de seguridad nacio-
nal para la realización de los proyectos de cooperación regional (Kle-
kowski von Koppenfels 2001: 36). 
Hasta la fecha, todos los informes de la OIM sobre los Proce-
sos Regionales de Consulta consideran que el Proceso Puebla ha lo-
grado bastante en lo que se refiere a la prevención de la migración 
irregular mediante la cooperación regional, mayores controles fron-
terizos y regulaciones más estrictas. Por ejemplo, el informe más re-
ciente sostiene que el Proceso Puebla ha sido muy exitoso en rela-
ción con asuntos de política migratoria en el área del tráfico ilícito y 
de la trata de personas (Hansen 2010: 27ss.). En efecto, desde su crea-
ción y hasta el 2007, todos los estados miembros han introducido re-
formas en las leyes migratorias o penales con el fin de incluir el tráfi-
co ilícito y la trata de personas como delitos penales y para proteger a 
sus víctimas. 
En relación con los países de Norteamérica, se debe señalar 
que Canadá reformó su legislación migratoria en el 2002, en ella in-
trodujo la figura legal del tráfico ilícito de personas; en el 2005 la 
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ley C-49, la cual define la trata de personas como delito, fue incor-
porada a su código penal. Estados Unidos adoptó una ley específica 
para proteger a las víctimas de trata y violencia en el 2000. Su “Ley 
de Inmigración y Nacionalización” fue reformada en 1995 y nueva-
mente en el 2005, y desde entonces estableció penas a acciones o in-
tentos para traer o introducir extranjeros no autorizados a EE.UU., 
transportarlos dentro de EE.UU., dar refugio a extranjeros ilegales, 
fomentar el ingreso de extranjeros ilegales, o conspirar para cometer 
estas violaciones, a sabiendas o por omisión irresponsable de su sta-
tus ilegal. La Ley federal penal de México contiene algunos artículos 
en relación con la criminalización y la penalización del tráfico (201, 
203, 205 y 366) y la Ley general de población define como delic-
tivas acciones relacionadas con la facilitación de la migración irre-
gular. Sin embargo, no fue posible determinar cuándo dichos artícu-
los fueron elaborados y adoptados. 
En lo que respecta a América Central, la legislación penal de  
Costa Rica fue reformada en 1999 y desde entonces incluye una ley 
contra la explotación sexual de menores (No. 7899). Fue reformada 
nuevamente en el 2009, y ahora contiene el delito de trata de per-
sonas. En El Salvador, Guatemala y Honduras un decreto contra la 
trata de personas reformó la legislación penal en el 2003 (El Salva-
dor, No. 210) y en el 2005 (Guatemala, No. 14-2005; Honduras 
No. 234-2005). Desde 2004, existe en Panamá una ley que regula 
la disposición para prevenir y tipificar delitos contra la integridad 
y contra la libertad sexual. Además, esta ley modifica artículos espe-
cíficos del código penal. Mientras que El Salvador, Honduras y Pa-
namá incluyeron el delito de tráfico ilícito de personas dentro de las 
reformas de su código penal, Costa Rica (2006 y 2010) y Guatemala 
(1998) agregaron figuras legales a su legislación migratoria para 
castigar el tráfico ilícito. Nicaragua adoptó una ley específica con-
tra el tráfico ilícito ya en 1996, pero hacia el 2007 aún se encon-
traba discutiendo un proyecto de ley para tipificar y castigar la trata 
de personas. Además, la migración irregular por sí misma es crimi-
nalizada por medio de ciertos artículos de las leyes de inmigración 
o de población en los casos de Estados Unidos, El Salvador, Gua-
temala, México y Nicaragua (véase: Conferencia Regional sobre 
Migración 2007: 93; <www.rcmvs.org/documentos/investigacion/ 
pagina_matrices.htm>; 13.01.2011). Además, casi todos los estados 
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centroamericanos han establecido o han restringido, cuando ya exis-
tían, los requerimientos de visa (<www.rcmvs.org/documentos/ 
investigacion/visas.htm>; 15.01.2011). 
 
4. Conclusiones 
Los Procesos Regionales de Consulta en general están caracterizados 
por interacciones de actores gubernamentales, intergubernamentales 
y civiles en forma de red. Otro elemento es su alto grado de volunta-
riedad, informalidad y flexibilidad. Esto quiere decir que los Procesos 
Regionales son capaces de responder con alta sensibilidad a cambios 
de patrones y rutas de las migraciones internacionales. Impulsados 
por actores intergubernamentales como la OIM, los Procesos Regio-
nales son arreglos institucionales vanguardistas con respecto al di-
seño y la creación de nuevos regímenes de migración y de fronteras 
a los niveles regionales. No obstante, distinto a las organizaciones de 
las Naciones Unidas, ni la OIM ni los Procesos Regionales están legi-
timados por los procedimientos democráticos. Lo que forma su base 
de legitimidad política es el nexo migración-seguridad lo cual está 
centrado en el discurso anti-trafficking (Hess/Tsianos 2007). Esto 
deviene en la criminalización de los múltiples actores y prácticas de 
la migración irregular, provocando, primero, la omisión del necesario 
debate sobre derechos ciudadanos en contextos migratorios y, segun-
do, la creciente presencia transfronteriza de fuerzas policíacas y cas-
trenses en el campo político de la migración. En este sentido se pue-
de hablar de una securitización de la migración a nivel global y de 
la formación de arreglos institucionales como parte de nuevos regíme-
nes post-democráticos de migración y de fronteras. 
El análisis de los discursos y prácticas dominantes del caso espe-
cífico del Proceso Puebla, por su parte, hace evidente el interés de 
los EE.UU. de extender la regulación y el control de las inmigraciones 
hacia México y los países del Istmo Centroamericano. Los EE.UU. 
aspiran a involucrar a México y a los estados centroamericanos como 
fronteras externas – o países fronteras (Sandoval Palacios 2005). En 
otras palabras: lo que se puede observar es una desterritorialización 
de la soberanía nacional en el ámbito político de la regulación y con-
trol de las migraciones internacionales a los países de tránsito al sur 
de los EE.UU. Es por eso que aún más claramente que otros Pro-
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cesos Regionales de Consulta, el Proceso Puebla legitima su existen-
cia mediante el discurso de una candente amenaza por las migracio-
nes irregulares, y sus facilitadores para la seguridad pública y ciuda-
dana, y para la estabilidad política y económica en toda la región. Por 
consiguiente, desde su creación en 1996 hasta hoy se trabaja exitosa-
mente en la elaboración y aplicación de un plan de acción que incluía 
la harmonización de políticas y legislaciones migratorias en todos los 
países miembros del Proceso Puebla. Para tal fin cuentan el estable-
cimiento de un sistema de información mejorado y la incorporación 
del tráfico y de la trata de personas como conceptos criminales en 
las legislaciones de migración así como la estandarización de los re-
quisitos para extranjeros de obtener una visa, lo que en el caso 
de ciudadanos de la mayoría de los países de África, de Asia, de Sud-
américa y de Europa del Este significa graves restricciones, i.e. la 
supresión de la antigua posibilidad de ingresar fácilmente los países 
centroamericanos como turista. Otro elemento clave del plan de ac-
ción es la cooperación técnica de fuerzas de seguridad en los ámbi-
tos de control de fronteras y de procesamiento penal de tráfico y trata 
así como en el de expulsión y repatriación de migrantes extra-re-
gionales irregulares. Uno de los objetivos más importantes del Pro-
ceso Puebla es, por ende, el garantizar la gobernabilidad de los mo-
vimientos migratorios hacia los EE.UU. ya desde los países de origen 
y de tránsito. De esta manera el nexo seguridad-migración y el dis-
curso anti-trafficking contribuyen a la descontextualización social y 
despolitización del fenómeno de la migración irregular, ya que se 
le separa del debate político sobre migrantes indocumentados como 
agentes y sujetos de derechos ciudadanos y sobre la responsabilidad 
de los estados afectados por la migración transfronteriza de garantizar 
estos derechos. 
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